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Acta N° 182 de mayo 28 de 2018
  



Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia propuestas por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local y el Procurador delegado en asuntos civiles, a la que fueron vinculados la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo regionales de Antioquia y Risaralda.
ANTECEDENTES

Uner Augusto Becerra Largo, quien actúa en su propio nombre, presento sendas demandas de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad y el agente del Ministerio Público, por la vulneración de los derechos fundamentales “13, 29, 86 CN, ley 472 de 1998”, dentro del trámite de las acciones populares con radicados “2018-140” y “2018-142”.
Aduce en ambas, que en el juzgado encartado se niegan a mostrarle las acciones aduciendo que están archivadas, lo que es contrario a la ley de archivo.
Pidió, por tanto, que se ordene al juzgado desarchivar las aludidas acciones populares y al procurador delegado en asuntos civiles, que conceptúe si el demandado viola la ley de archivo y la ley 472/98, al negarse a desarchivar la acción al público; finalmente solicitó ordenar a ambas accionadas consignar si en la ley de archivo está establecido el tiempo para pasar un proceso a archivo. 

  



Se dispuso el trámite respectivo, del juzgado se solicitó copia de las diligencias relacionadas en el líbelo y se dispusieron las citadas vinculaciones. 
El Juzgado hizo remisión de las copias solicitadas, argumentó sobre la necesidad de que medie el pago del arancel judicial previo al desarchivo solicitado.

La Procuradora Regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos.  

  



CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado se niega a desarchivar las acciones populares que mencionó el demandante. 
Halla la Sala para decirlo de una vez, que la acción se torna improcedente. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamentó la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”

 


 
Se tiene aquí que, más allá de que en forma verbal se haya solicitado en la secretaría del Juzgado la acción popular que el demandante requiere ver, lo cierto es que ante el cobro del arancel que aduce que le están exigiendo y su posición de que no debe pagarlo, nada le ha pedido expresamente al juez de la causa para que lo exima del mismo, dada la naturaleza del asunto, y es el funcionario el llamado a analizar si le asiste razón. 

  



Solo a partir de que el funcionario se pronuncie, podría empezar a analizarse si su decisión lesiona algún derecho fundamental. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación se anticipe a dicho criterio. 

  



Por tanto, sin que haya lugar a discernimientos adicionales, se declarará la improcedencia.



 

 Se absolverá a los demás citados al asunto, por no hallarse de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.

DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se DECLARAN IMPROCEDENTES los amparos impetrados por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira y el Ministerio Público.
Se absuelve a los demás vinculados al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
       DUBERNEY GRISALES HERRERA 
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